
                                                                                                

                                                                   

 

 

CONSTITUCIÓN POLITICA DE COLOMBIA 1991 

Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar 
la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en 
las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo. 

Artículo 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 
general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 
privadas para garantizar los derechos fundamentales. 

Artículo 74. Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca 
la ley. El secreto profesional es inviolable. 

ARTICULO 123. Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores 
del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. 
Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista 
por la Constitución, la ley y el reglamento. 
La ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y 
regulará su ejercicio. 

ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento 
en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus 
actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus 
órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 

ARTICULO 270. La ley organizará las formas y los sistemas de participación ciudadana que permitan vigilar la gestión 
pública que se cumpla en los diversos niveles administrativos y sus resultados. 

LEYES 

Ley 1755 de 2015 Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a 
presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés 
general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. Toda actuación que inicie 
cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la 
Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el 
reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la 
prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular 
consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede 
realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores con 
relación a las entidades dedicadas a su protección o formación. 

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de 
sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará 
sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información 
deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 

respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, 



                                                                                                

                                                                   

 

 

por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como 
consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes. 2. Las peticiones mediante las cuales se  
eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta 
(30) días siguientes a su recepción. Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 
plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término 
señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá 
o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto. 

Artículo 15. Presentación y radicación de peticiones. Las peticiones podrán presentarse verbalmente y deberá 
quedar constancia de esta, o por escrito, y a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia 
de datos. Los recursos se presentarán conforme a las normas especiales de este código. Cuando una petición no se 
acompañe de los documentos e informaciones requeridos por la ley, en el acto de recibo la autoridad deberá indicar al  
peticionario los que falten. Si este insiste en que se radique, así se hará dejando constancia de los requisitos o 
documentos faltantes. Si quien presenta una petición verbal pide constancia de haberla presentado, el funcionario la 
expedirá en forma sucinta. Las autoridades podrán exigir que ciertas peticiones se presenten por escrito, y pondrán a 
disposición de los interesados, sin costo, a menos que una ley expresamente señale lo contrario, formularios y otros 
instrumentos estandarizados para facilitar su diligenciamiento. En todo caso, los peticionarios no quedarán impedidos 
para aportar o formular con su petición argumentos, pruebas o documentos adicionales que los formularios no 
contemplen, sin que por su utilización las autoridades queden relevadas del deber de resolver sobre todos los aspectos y 
pruebas que les sean planteados o presentados más allá del contenido de dichos formularios. A la petición escrita se 
podrá acompañar una copia que, recibida por el funcionario respectivo con anotación de la fecha y hora de su 
presentación, y del número y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo valor legal del original y se devolverá 
al interesado a través de cualquier medio idóneo para la comunicación o transferencia de datos. Esta autenticación no 
causará costo alguno al peticionario. Parágrafo 1°. En caso de que la petición sea enviada a través de cualquier medio 
idóneo para la comunicación o transferencia de datos, esta tendrá como datos de fecha y hora de radicación, así como 
el número y clase de documentos recibidos, los registrados en el medio por el cual se han recibido los documentos. 
Parágrafo 2°. Ninguna autoridad podrá negarse a la recepción y radicación de solicitudes y peticiones respetuosas. 
Parágrafo 3°. Cuando la petición se presente verbalmente ella deberá efectuarse en la oficina o dependencia que cada 
entidad defina para ese efecto. El Gobierno Nacional reglamentará la materia en un plazo no mayor a noventa (90) 
días, a partir de la promulgación de la presente ley. 

Artículo 17. Peticiones incompletas y desistimiento tácito. En virtud del principio de eficacia, cuando la autoridad 
constate que una petición ya radicada está incompleta o que el peticionario deba realizar una gestión de trámite a su 
cargo, necesaria para adoptar una decisión de fondo, y que la actuación pueda continuar sin oponerse a la ley, requerirá 
al peticionario dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de radicación para que la complete en el término 
máximo de un (1) mes. A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se 
reactivará el término para resolver la petición. Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud o de la 
actuación cuando no satisfaga el requerimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido solicite prórroga hasta por 
un término igual. Vencidos los términos establecidos en este artículo, sin que el peticionario haya cumplido el 
requerimiento, la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del expediente, mediante acto administrativo 
motivado, que se notificará personalmente, contra el cual únicamente procede recurso de reposición, sin perjuicio de 
que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos legales. 

Artículo 18. Desistimiento expreso de la petición. Los interesados podrán desistir en cualquier tiempo de sus 
peticiones, sin perjuicio de que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos 
legales, pero las autoridades podrán continuar de oficio la actuación si la consideran necesaria por razones de interés 
público; en tal caso expedirán resolución motivada. 

Artículo 19. Peticiones irrespetuosas, oscuras o reiterativas. Toda petición debe ser respetuosa so pena de 
rechazo. Solo cuando no se comprenda la finalidad u objeto de la petición esta se devolverá al interesado para que la 
corrija o aclare dentro de los diez (10) días siguientes. En caso de no corregirse o aclararse, se archivará la petición. 
En ningún caso se devolverán peticiones que se consideren inadecuadas o incompletas. 



                                                                                                

                                                                   

 

 
Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la autoridad podrá remitirse a las respuestas anteriores, salvo que se 
trate de derechos imprescriptibles, o de peticiones que se hubieren negado por no acreditar requisitos, siempre que en 
la nueva petición se subsane. 

Artículo 20. Atención prioritaria de peticiones. Las autoridades darán atención prioritaria a las peticiones de 
reconocimiento de un derecho fundamental cuando deban ser resueltas para evitar un perjuicio irremediable al  
peticionario, quien deberá probar sumariamente la titularidad del derecho y el riesgo del perjuicio invocado. Cuando por 
razones de salud o de seguridad personal esté en peligro inminente la vida o la integridad del destinatario de la 
medida solicitada, la autoridad adoptará de inmediato las medidas de urgencia necesarias para conjurar dicho peligro, sin 
perjuicio del trámite que deba darse a la petición. Si la petición la realiza un periodista, para el ejercicio de su 
actividad, se tramitará preferencialmente. 

Artículo 24. Informaciones y documentos reservados. Solo tendrán carácter reservado las informaciones y 
documentos expresamente sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en especial: 1. Los relacionados 
con la defensa o seguridad nacionales. 2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas. 
3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas en las hojas de vida, la historia 
laboral y los expedientes pensionales y demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones 
públicas o privadas, así como la historia clínica. 4. Los relativos a las condiciones financieras de las operaciones de crédito 
público y tesorería que realice la nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los activos de la nación. 
Estos documentos e informaciones estarán sometidos a reserva por un término de seis (6) meses contados a partir de la 
realización de la respectiva operación. 5. Los datos referentes a la información financiera y comercial, en los términos 
de la Ley Estatutaria 1266 de 2008. 6. Los protegidos por el secreto comercial o industrial, así como los planes estratégicos 
de las empresas públicas de servicios públicos. 7. Los amparados por el secreto profesional. 8. Los datos genéticos 
humanos. Parágrafo. Para efecto de la solicitud de información de carácter reservado, enunciada 
en los numerales 3, 5, 6 y 7 solo podrá ser solicitada por el titular de la información, por sus apoderados o por personas 
autorizadas con facultad expresa para acceder a esa información. 

Artículo 31. Falta disciplinaria. La falta de atención a las peticiones y a los términos para resolver, la contravención 
a las prohibiciones y el desconocimiento de los derechos de las personas de que trata esta Parte Primera del Código, 
constituirán falta para el servidor público y darán lugar a las sanciones correspondientes de acuerdo con el régimen 
disciplinario. 

Ley 1437 de 2011 Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo 

Artículo 5. Derechos de las personas ante las autoridades. En sus relaciones con las autoridades, toda persona 
tiene derecho a: 
1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo 
y sin necesidad de apoderado, así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las 
disposiciones vigentes exijan para tal efecto. Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por 
cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención al público. 
2. Conocer, salvo expresa reserva legal, el estado de cualquier actuación o trámite y obtener copias, a su costa, de los 
respectivos documentos. 3. Salvo reserva legal, obtener información que repose en los registros y archivos públicos 
en los términos previstos por la Constitución y las leyes. 4. Obtener respuesta oportuna y eficaz a sus peticiones en los 
plazos establecidos para el efecto. 5. Ser tratado con el respeto y la consideración debida a la dignidad de la 
persona humana. 6. Recibir atención especial y preferente si se trata de personas en situación de discapacidad, niños, 
niñas, adolescentes, mujeres gestantes o adultos mayores, y en general de personas en estado de indefensión o de 
debilidad manifiesta de conformidad con el artículo 13 de la Constitución Política. 7. Exigir el cumplimiento de las 
responsabilidades de los servidores públicos y de los particulares que cumplan funciones administrativas. 8. A formular 
alegaciones y aportar documentos u otros elementos de prueba en cualquier actuación administrativa en la cual tenga 
interés, a que dichos documentos sean valorados y tenidos en cuenta por las autoridades al momento de decidir y a 
que estas le informen al interviniente cuál ha sido el resultado de su participación en el procedimiento correspondiente. 
9. A relacionarse con las autoridades por cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad o integrados 



                                                                                                

                                                                   

 

 
en medios de acceso unificado a la administración pública. 10. Identificarse ante las autoridades a través de medios 
de autenticación digital. 11. Cualquier otro que le reconozca la Constitución y las leyes Cualquier otro que le reconozca 
la Constitución y las leyes. 

Artículo 7. Deberes de las autoridades en la atención al público. Las autoridades tendrán, frente a las personas 
que ante ellas acudan y en relación con los asuntos que tramiten, los siguientes deberes: 1. Dar trato respetuoso,  
considerado y diligente a todas las personas sin distinción. 2. Garantizar atención personal al público, como mínimo 
durante cuarenta (40) horas a la semana, las cuales se distribuirán en horarios que satisfagan las necesidades del 
servicio. 3. Atender a todas las personas que hubieran ingresado a sus oficinas dentro del horario normal de atención. 
4. Establecer un sistema de turnos acorde con las necesidades del servicio y las nuevas tecnologías, para la ordenada 
atención de peticiones, quejas, denuncias o reclamos, sin perjuicio de lo señalado en el numeral 6 del artículo 5° de 
este Código. 5. Expedir, hacer visible y actualizar anualmente una carta de trato digno al usuario donde la respectiva 
autoridad especifique todos los derechos de los usuarios y los medios puestos a su disposición para garantizarlos 
efectivamente. 6. Tramitar las peticiones que lleguen vía fax o por medios electrónicos, de conformidad con lo previsto en 
el numeral 1 del artículo 5° de este Código. 7. Atribuir a dependencias especializadas la función de atender quejas y 
reclamos, y dar orientación al público. 8. Adoptar medios tecnológicos para el trámite y resolución de peticiones, y permitir 
el uso de medios alternativos para quienes no dispongan de aquellos. 9. Habilitar espacios idóneos para la 
consulta de expedientes y documentos, así como para la atención cómoda y ordenada del público. 10. Todos los demás 
que señalen la Constitución, la ley y los reglamentos. 

Artículo 8. Deber de información al público: Las autoridades deberán mantener a disposición de toda persona 
información completa y actualizada, en el sitio de atención y en la página electrónica, y suministrarla a través de los 
medios impresos y electrónicos de que disponga, y por medio telefónico o por correo, sobre los siguientes aspectos: 
1. Las normas básicas que determinan su competencia. 2. Las funciones de sus distintas dependencias y los servicios 
que prestan. 3. Las regulaciones, procedimientos, trámites y términos a que están sujetas las actuaciones de los 
particulares frente al respectivo organismo o entidad. 4. Los actos administrativos de carácter general que expidan y 
los documentos de interés público relativos a cada uno de ellos. 5. Los documentos que deben ser suministrados por 
las personas según la actuación de que se trate. 6. Las dependencias responsables según la actuación, su localización, 
los horarios de trabajo y demás indicaciones que sean necesarias para que toda persona pueda cumplir sus 
obligaciones o ejercer sus derechos. 7. La dependencia, y el cargo o nombre del servidor a quien debe dirigirse en 
caso de una queja o reclamo. 8. Los proyectos específicos de regulación y la información en que se fundamenten, con 
el objeto de recibir opiniones, sugerencias o propuestas alternativas. Para el efecto, deberán señalar el plazo dentro 
del cual se podrán presentar observaciones, de las cuales se dejará registro público. En todo caso la autoridad adoptará 
autónomamente la decisión que a su juicio sirva mejor el interés general. Parágrafo. Para obtener estas informaciones 
en ningún caso se requerirá la presencia del interesado. 

Artículo 56. Notificación electrónica. Las autoridades podrán notificar sus actos a través de medios electrónicos, 
siempre que el administrado haya aceptado este medio de notificación. 
Sin embargo, durante el desarrollo de la actuación el interesado podrá solicitar a la autoridad que las notificaciones 
sucesivas no se realicen por medios electrónicos, sino de conformidad con los otros medios previstos en el Capítulo 
Quinto del presente Título, a menos que el uso de medios electrónicos sea obligatorio en los términos del inciso tercero 
del artículo 53ª del presente título. Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán a través del servicio de 
notificaciones que ofrezca la sede electrónica de la autoridad. Los interesados podrán acceder a las notificaciones en 
el portal único del Estado, que funcionará como un portal de acceso. La notificación quedará surtida a partir de la fecha 
y hora en que el administrado acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la administración. 

Artículo 69. Notificación por aviso. Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de los cinco (5) días del envío 
de la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá a la dirección, al número de fax o al correo electrónico 
que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto 
administrativo. El aviso deberá indicar la fecha y la del acto que se notifica, la autoridad que lo expidió, los recursos 
que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse, los plazos respectivos y la advertencia de 
que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino. 



                                                                                                

                                                                   

 

 
Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia íntegra del acto administrativo, se 
publicará en la página electrónica y en todo caso en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el 
término de cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al 
retiro del aviso. En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la fecha en que por este 
medio quedará surtida la notificación personal. 

LEY ESTATUTARIA 1266 DE 2008 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto desarrollar el derecho constitucional que tienen todas las personas 
a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos, y los demás 
derechos, libertades y garantías constitucionales relacionadas con la recolección, tratamiento y circulación de datos 
personales a que se refiere el artículo 15 de la Constitución Política, así como el derecho a la información establecido 
en el artículo 20 de la Constitución Política, particularmente en relación con la información financiera y crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de terceros países. 

Ley 1581 de 2012 Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto desarrollar el derecho constitucional que tienen todas las personas 
a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bases de datos o archivos, y 
los demás derechos, libertades y garantías constitucionales a que se refiere el artículo 15 de la Constitución Política; 
así como el derecho a la información consagrado en el artículo 20 de la misma. 

Ley 1474 de 2011 Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 
investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública 

Artículo 76. Oficina de Quejas, Sugerencias y Reclamos. En toda entidad pública, deberá existir por lo menos una 
dependencia encargada de recibir, tramitar y resolver las quejas, sugerencias y reclamos que los ciudadanos formulen, y 
que se relacionen con el cumplimiento de la misión de la entidad. La oficina de control interno deberá vigilar que la atención 
se preste de acuerdo con las normas legales vigentes y rendirá a la administración de la entidad un informe semestral 
sobre el particular. En la página web principal de toda entidad pública deberá existir un enlace de quejas, sugerencias y 
reclamos de fácil acceso para que los ciudadanos realicen sus comentarios. Todas las entidades públicas deberán 
contar con un espacio en su página web principal para que los ciudadanos presenten quejas y denuncias de los 
actos de corrupción realizados por funcionarios de la entidad, y de los cuales tengan conocimiento, así como 
sugerencias que permitan realizar modificaciones a la manera como se presta el servicio público. El Programa Presidencial 
de Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción señalará los estándares que deben cumplir las 
entidades públicas para dar cumplimiento a la presente norma. Parágrafo. En aquellas entidades donde se tenga 
implementado un proceso de gestión de denuncias, quejas y reclamos, se podrán validar sus características contra 
los estándares exigidos por el Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, 
Transparencia y Lucha contra la Corrupción. 

Ley 1712 de 2014 Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la 
Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones 

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es regular el derecho de acceso a la información pública, los 
procedimientos para el ejercicio y garantía del derecho y las excepciones a la publicidad de información. 

Ley 1952 de 2019 Por medio de la cual se expide el Código General Disciplinario y se derogan la ley 734 de 
2002 y algunas disposiciones de la ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho disciplinario. 

Artículo 38. Deberes. Son deberes de todo servidor público: 1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos 
en la Constitu•ción, los tratados de derechos humanos y derecho internacional huma•nitario, los demás ratificados por 
el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, 
los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los 
contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario compe•tente. 2. Acatar las órdenes e 
instrucciones contenidas en las Directivas Pre•sidenciales cuyo objeto sea la promoción de los derechos humanos y la 
aplicación del Derecho Internacional Humanitario y el manejo del orden público. 3. Cumplir con diligencia, eficiencia e 
imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause 4 la suspensión 



                                                                                                

                                                                   

 

 

o perturbación injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función. 4. Formular, decidir 
oportunamente o ejecutar los planes de desarrollo y los presupuestos. 5. Utilizar los bienes y recursos asignados para el 
desempeño de su em•pleo, cargo o función, las facultades que le sean atribuidas, o la infor•mación reservada a que 
tenga acceso por razón de su función, en forma exclusiva para los fines a que están afectos. 6. Custodiar y cuidar 
la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual 
tenga acceso, e impedir o evitar la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos. 7. Tratar con 
respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación por razón del servicio. 8. Cumplir las 
disposiciones que sus superiores jerárquicos adopten en ejercicio de sus atribuciones, siempre que no sean contrarias 
a la Cons•titución Nacional y a las leyes vigentes, y atender los requerimientos y citaciones de las autoridades 
competentes. 9. Desempeñar el empleo, cargo o función sin obtener o pretender be•neficios adicionales a las 
contraprestaciones legales y convencionales cuando a ellas tenga derecho. 10. Acreditar los requisitos exigidos por la ley 
para la posesión y el des•empeño del cargo. 11. Realizar personalmente las tareas que le sean confiadas, responder por 
el ejercicio de la autoridad que se le delegue, así como por la ejecución de las órdenes que imparta, sin que en las 
situaciones anteriores quede exento de la responsabilidad que le incumbe por la correspondiente a sus subordinados. 
12. Dedicar la totalidad del tiempo reglamentario de trabajo al desempeño de las funciones encomendadas, salvo las 
excepciones legales. 13. Resolver los asuntos en el orden en que hayan ingresado al despacho, salvo prelación legal 
o urgencia manifiesta. 14. Motivar las decisiones que lo requieran, de conformidad con la ley. 15. Registrar en la oficina 
de recursos humanos, o en la que haga sus veces, su domicilio o dirección de residencia y teléfono, y dar aviso 
oportuno de cualquier cambio. 16. Ejercer sus funciones consultando permanentemente los intereses del bien común, y 
teniendo siempre presente que los servicios que presta constituyen el reconocimiento y efectividad de un derecho y 
buscan la satisfacción de las necesidades generales de todos los ciudadanos. 17. Permitir a los representantes del 
Ministerio Público, fiscales, jueces y demás autoridades competentes el acceso inmediato a los lugares donde deban 
adelantar sus actuaciones e investigaciones y el examen de los libros de registro, documentos y diligencias 
correspondientes. Así mismo, prestarles la colaboración necesaria para el desempeño de sus funciones. 18. 
Permanecer en el desempeño de sus labores mientras no se haya he•cho cargo de ellas quien deba reemplazarlo, 
salvo autorización legal, reglamentaria, o de quien deba proveer el cargo. 19. Hacer los descuentos conforme a la ley 
o a las órdenes de autoridad judicial y girar en el término que señale la ley o la autoridad judicial los dineros 
correspondientes. 20. Dictar los reglamentos o manuales de funciones de la entidad, así como los internos sobre el  trámite 
del derecho de petición. 21. Calificar a los funcionarios o empleados en la oportunidad y condicio•nes previstas por la ley 
o el reglamento. 22. Vigilar y salvaguardar los bienes y valores que le han sido encomen•dados y cuidar que sean 
utilizados debida y racionalmente, de confor•midad con los fines a que han sido destinados. 23. Responder por la 
conservación de los útiles, equipos, muebles y bienes confiados a su guarda o administración y rendir cuenta 
oportuna de su utilización. 24. Explicar inmediata y satisfactoriamente al nominador, a la Procuradu•ría General de la 
Nación o a la Personería, cuando estos lo requieran, la procedencia del incremento patrimonial obtenido durante el 
ejercicio del cargo, función o servicio. 25. Denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de los cuales tuviere 
conocimiento, salvo las excepciones de ley. 26. Poner en conocimiento del superior los hechos que puedan perjudicar 
el funcionamiento de la administración y proponer las iniciativas que estime útiles para el mejoramiento del servicio. 27. 
Publicar en las dependencias de la respectiva entidad, en sitio visible, y en la página web, una vez por mes, en lenguaje 
sencillo y accesible al ciudadano común, una lista de las licitaciones declaradas desiertas y de los contratos adjudicados, 
que incluirá el objeto y su valor y el nombre del adjudicatario. 28. Hacer las apropiaciones en los presupuestos y girar 
directamente a las contralorías departamentales y municipales, como a la Contraloría Ge•neral de la República dentro 
del término legal, las partidas por concep•to de la cuota de vigilancia fiscal, siempre y cuando lo permita el flujo de caja. 
29. Controlar el cumplimiento de las finalidades, objetivos, políticas y programas que deban ser observados por los 
particulares cuando se les atribuyan funciones públicas. 30. Ordenar, en su condición de jefe inmediato, adelantar el 
trámite de ju•risdicción coactiva en la respectiva entidad, para el cobro de la sanción de multa, cuando el pago no se 
hubiere efectuado oportunamente. 31. Ejercer, dentro de los términos legales, la jurisdicción coactiva para el cobro 
de las sanciones de multa. 32. Adoptar el Sistema de Control Interno y la función independiente 
de Auditoría, Interna de que trata la Ley 87 de 1993 y demás normas que la modifiquen o complementen. 33. 



                                                                                                

                                                                   

 

 

Implementar el Control Disciplinario Interno al más alto nivel jerár•quico del organismo o entidad pública, asegurando 
su autonomía e independencia y el principio de segunda instancia, de acuerdo con las recomendaciones que para el 
efecto señale el Departamento Adminis•trativo de la Función Pública. 34. Adoptar el Sistema de Contabilidad Pública 
y el Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF), así como los demás sistemas de infor•mación a que se 
encuentre obligada la administración pública, siempre y cuando existan los recursos presupuestales para el efecto. 35.  
Recibir, tramitar y resolver las quejas y denuncias que presenten los ciudadanos en ejercicio de la vigilancia de la 
función administrativa del Estado. 36. Ofrecer garantías a los servidores públicos o a los particulares que denuncien 
acciones u omisiones antijurídicas de los superiores, subal•ternos o particulares que administren recursos públicos o 
ejerzan fun•ciones públicas. 37. Publicar en la página web de la respectiva entidad, los informes de gestión, resultados, 
financieros y contables que se determinen por au•toridad competente, para efectos del control social de que trata la 
Ley 489 de 1998 y demás normas vigentes. 38. Crear y facilitar la operación de mecanismos de recepción y emisión 
permanente de información a la ciudadanía, que faciliten a esta el co•nocimiento periódico de la actuación 
administrativa, los informes de gestión y los más importantes proyectos a desarrollar. 39. Actuar con imparcialidad, 
asegurando y garantizando los derechos de todas las personas, sin ningún género de discriminación, respetando el orden 
de inscripción, ingreso de solicitudes y peticiones ciudadanas, acatando los términos de ley. 40. Acatar y poner en 
práctica los mecanismos que se diseñen para faci•litar la participación de la comunidad en la planeación del 
desarrollo, la concertación y la toma de decisiones en la gestión administrativa de acuerdo a lo preceptuado en la ley. 

Artículo 39. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido: 1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos 
o extralimitar las fun•ciones contenidas en la Constitución, los Tratados Internacionales ratificados por el Congreso, las 
leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos 
y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y los contratos de 
trabajo. 2. Imponer a otro servidor público trabajos ajenos a sus funciones o im•pedirle el cumplimiento de sus deberes. 
3. Solicitar, directa o indirectamente, dádivas, agasajos, regalos, favores o cualquier otra clase de beneficios. 4. 
Aceptar, sin permiso de la autoridad correspondiente, cargos, honores o recompensas provenientes de organismos 
internacionales o gobier•nos extranjeros, o celebrar contratos con estos, sin previa autorización del Gobierno. 5. Ocupar 
o tomar indebidamente oficinas o edificios públicos. 6. Ejecutar actos de violencia contra superior, subalterno o 
compañeros de trabajo, o demás servidores públicos. 7. Omitir, negar, retardar o entrabar el despacho de los asuntos 
a su cargo o la prestación del servicio a que está obligado. 8. Omitir, retardar o no suministrar debida y oportuna 
respuesta a las peticiones respetuosas de los particulares o a solicitudes de las autori•dades, así como retenerlas o 
enviarlas a destinatario diferente de aquel a quien corresponda su conocimiento. 9. Ausentarse del cumplimiento de la 
función, cargo o servicio sin justi•ficación. 

Ley 2195 de 2022 

Por medio de la cual se adoptan medidas en materia de transparencia, prevención y lucha contra la corrupción y se dictan 
otras disposiciones. La Ley tiene por objeto adoptar disposiciones tendientes a prevenir los actos de corrupción, a reforzar 
la articulación y coordinación de las entidades del Estado y a recuperar los daños ocasionados por dichos actos con el 
fin de asegurar promover la cultura de la legalidad e integridad y recuperar la confianza ciudadana y el 
respeto por lo público. 

Ley 190 de 1995 Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la Administración 
Pública y se fijan disposiciones con el fin de erradicar la corrupción administrativa 

Artículo 54. Las dependencias a que hace referencia el artículo anterior que reciban las quejas y reclamos deberán 
informar periódicamente al jefe o director de la entidad sobre el desempeño de sus funciones, los cuales deberán 
incluir: 1. Servicios sobre los que se presente el mayor número de quejas y reclamos, y 2. Principales recomendaciones 
sugeridas por los particulares que tengan por objeto mejorar el servicio que preste la entidad, racionalizar el empleo de 
los recursos disponibles y hacer más participativa la gestión pública. 

Ley 5ª de 1992 Por la cual se expide el Reglamento del Congreso; el Senado y la Cámara de Representantes 

Artículo 258. Solicitud de informes por los Congresistas. Los senadores y Representantes pueden solicitar 
cualquier informe a los funcionarios autorizados para expedirlo, en ejercicio del control que corresponde adelantar al 
Congreso. En los cinco (5) días siguientes deberá procederse a su cumplimiento; su omisión obligará la designación 



                                                                                                

                                                                   

 

 
de un agente especial de la Procuraduría General de la Nación a fin de que se proceda de conformidad y sin prejuicio 
de lo dispuesto en el siguiente artículo. Declarar EXEQUIBLE el artículo 258 de la Ley 5º de 1992, salvo la expresión "su 
omisión obligará la designación de un agente especial de la Procuraduría General de la Nación a fin de que se 
proceda de conformidad y sin perjuicio de los dispuesto en el siguiente artículo", la cual es INEXEQUIBLE por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia c-386 de 1996. 

CONPES 

CONPES 3649 DE 2010 

Establece la Política Nacional de Servicio al Ciudadano. Contribuir a la generación de confianza y al mejoramiento de 
los niveles de satisfacción de la ciudadanía respecto de los servicios prestados por la Administración Pública del orden 
nacional. 

CONPES 3785 DE 2013 

Mejorar la efectividad, la colaboración y la eficiencia de las entidades de la Rama Ejecutiva del orden nacional y sus 
capacidades para atender oportunamente y con calidad los requerimientos de los ciudadanos. Para ello, se adoptará 
el modelo de Gestión Pública Eficiente al Servicio del Ciudadano que integre los procesos internos con sus capacidades 
para atender a los ciudadanos. 

DECRETOS 

Decreto 019 de 2012 Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y 
trámites innecesarios existentes en la Administración Pública 

Artículo 12. Presentación de solicitudes, quejas o reclamos por parte de los niños, niñas y adolescentes. Los 
niños, niñas y adolescentes podrán presentar directamente solicitudes, quejas o reclamos en asuntos que se relacionen 
con su interés superior, su bienestar personal y su protección especial, las cuales tendrán prelación en el turno sobre 
cualquier otra. 

Artículo 13. Atención especial a infantes, mujeres gestantes, personas en situación de discapacidad, adultos 
mayores y veteranos de la Fuerza Pública: Todas las entidades del Estado o particulares que cumplan funciones 
administrativas, para efectos de sus actividades de atención al público, establecerán mecanismos de atención 
preferencial a infantes, personas con algún tipo de discapacidad, mujeres gestantes, adulto mayor y veterano de la 
Fuerza Pública. 

Decreto 1377 de 2013 Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 1581 de 2012 

Artículo 1. Objeto. El presente Decreto tiene como objeto reglamentar parcialmente la Ley 1581 de 2012, por la cual 
se dictan disposiciones generales para la protección de datos personales. 

Decreto 2623 del 2009 Por el cual se crea el Sistema Nacional de Servicio al Ciudadano 

ARTÍCULO 1°. Sistema Nacional de Servicio al Ciudadano. Créase el Sistema Nacional de Servicio al Ciudadano 
–SNSC– como instancia coordinadora para la Administración Pública del Orden Nacional de las políticas, estrategias, 
programas, metodologías, mecanismos y actividades encaminados a fortalecer la Administración al servicio del 
ciudadano. 

ARTÍCULO 3°. Definición. El Sistema Nacional de Servicio al Ciudadano es el conjunto de políticas, orientaciones, 
normas, actividades, recursos, programas, organismos, herramientas y entidades públicas y privadas que cumplen 
funciones públicas, encaminados a la generación de estrategias tendientes a incrementar la confianza en el Estado y 
a mejorar la relación cotidiana entre el ciudadano y la Administración Pública. 

ARTÍCULO 4°. Alcance. El Sistema Nacional de Servicio al Ciudadano se constituye como instancia de coordinación 
de la calidad y la excelencia en el servicio al ciudadano en la Administración Pública del Orden Nacional. 

Artículo 12. Seguimiento a las labores de mejoramiento del Servicio al Ciudadano. Las entidades de la 
Administración Pública del Orden Nacional deberán adoptar los indicadores, elementos de medición, seguimiento, 
evaluación y control relacionados con la calidad y eficiencia del servicio al ciudadano establecidos por la Comisión 
Intersectorial de Servicio al Ciudadano. 

NORMATIVIDAD POBLACIÓN ESPECIAL 

Ley 1098 de 2006 Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia 



                                                                                                

                                                                   

 

 
ARTÍCULO 41. OBLIGACIONES DEL ESTADO. 7. Resolver con carácter prevalente los recursos, peticiones o 
acciones judiciales que presenten los niños, las niñas y los adolescentes, su familia o la sociedad para la protección 
de sus derechos. 

Ley Estatutaria 1618 de 2013 Discapacidad en Colombia 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. El objeto de la presente ley es garantizar y asegurar el ejercicio efectivo de los derechos de las 
personas con discapacidad, mediante la adopción de medidas de inclusión, acción afirmativa y de ajustes 
razonables y eliminando toda forma de discriminación por razón de discapacidad, en concordancia con la Ley 1346 de 
2009. 

Ley 1275 de 2009 Política Pública Nacional para las personas que presentan enanismo 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto declarar como personas en condición de discapacidad a las 
personas que presentan enanismo y establecer lineamientos de política pública nacional, con el fin de promover la 
inclusión social, el bienestar y desarrollo integral de las personas que lo presentan, garantizar el ejercicio pleno y 
efectivo de sus Derechos Humanos y crear las bases e instrumentos que les permitan participar de manera equitativa 
en la vida económica, cultural, laboral, deportiva, política, social, educativa del país. Parágrafo. Las personas que 
presentan enanismo, gozarán de los mismos beneficios y garantías contempladas en las leyes vigentes, otorgadas a 
favor de la población en condición de discapacidad. 

Ley 982 de 2005 por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las 
personas sordas y sordociegas y se dictan otras disposiciones 

ARTÍCULO 2o. La Lengua de Señas en Colombia que necesariamente la utilizan quienes no pueden desarrollar 
lenguaje oral, se entiende y se acepta como idioma necesario de comunicación de las personas con pérdidas profundas 
de audición y, las sordociegas, que no pueden consiguientemente por la gravedad de la lesión desarrollar lenguaje 
oral, necesarios para el desarrollo del pensamiento y de la inteligencia de la persona, por lo que debe ser reconocida 
por el Estado y fortalecida por la lectura y la escritura del castellano, convirtiéndolos propositivamente en bilinguales. 

Normatividad aplicable minorías étnicas 

Ley 89 de 1890 
Por la cual se determina la manera como deben ser gobernados los salvajes 
que vayan reduciéndose a la vida civilizada (Ver sentencia C-139 de 1996) 

Ley 21 de 1991 Aprueba el convenio 169 de la OIT 

Ley 70 de 1993 Sobre comunidades negras 

Ley 160 de 1994 Sistema Nacional de Reformas Agrarias y Desarrollo Rural y Campesino 

Ley 115 de 1994 Ley General de Educación 

Ley 387 de 1997 prevención del desplazamiento forzado 

Ley 434 de 1998 Consejo Nacional de Paz 

Ley 649 de 2001 Circunscripción Nacional Especial 

Ley 727 de 2001 Por la cual se estable el Día Nacional de la Afrocolombianidad 

Ley 1381 del 2010 Ley de lenguas 

Decreto 1088 de 1993 
Por la cual se regula la creación de las asociaciones de Cabildos y/o 
Autoridades Tradicionales indígenas 

Decreto 804 de 1995 Atención educativa para las comunidades étnicos 

Decreto 1745 de 1995 Derecho de Propiedad colectiva de las tierras de las comunidades negras 

Decreto 2164 de 1995 Titulación de tierra a las comunidades indígenas 

Decreto 2249 de 1995 Comisión pedagógica de comunidades negras 

Decreto 1396 de 1996 
Por el cual se crea la Comisión Nacional de Territorios Indígenas y se crea el 
programa especial de atención a Pueblos Indígenas 

 

Decreto 1397 de 1996 

Por el cual se crea la Comisión Nacional de Territorios Indígenas y la mesa 
Permanente de Concertación con los pueblos y las organizaciones indígenas 
y se dictan otras disposiciones. 

Decreto 1122 de 1998 Cátedra de Estudios Afrocolombianos 

http://awa/gina/doc/usrdoc?soa=12&mdl=doc&_sveVrs=804520190315&docId=5300&float=t&float=t
http://awa/gina/doc/usrdoc?soa=12&mdl=doc&_sveVrs=804520190315&docId=5300&float=t&float=t
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Ley_89_1890.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Sentencia_C-_139_de_1996.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_21_91.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_70_1993.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_160_de_1994.htm
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_115_de_1994.htm
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_387_1997.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_434_de_1998.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_649_de_2001.htm
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/ley_727_de_2001.htm
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Ley_1381.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_1088_de_1993.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/dec_804_de_1995.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_1745_de_1995.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_2164_de_1995.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_2249_de_1995.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_1396_de_1996.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_1397_de_1996.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_1122_de_1998.pdf


                                                                                                

                                                                   

 

 

Decreto 1320 de 1998 
Reglamenta la Consulta Previa con las comunidades indígenas y negras para 
la explotación de recursos naturales dentro de su territorio 

Decreto 982 de 1999 Comisión para el desarrollo integral de la política indígena 

 
Decreto 4181 de 2007 

 

Comisión Intersectorial para el avance de la población afrocolombiana, 
palenquera y raizal. 

Ley 1850 del 2017 

Con la cual se establecen fuertes medidas de protección al adulto mayor y se penaliza el maltrato intrafamiliar por 
abandono, y se dictan otras disposiciones. 

Ley 1448 de 2011 

Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno 
y se dictan otras disposiciones. Respecto a las a personas con discapacidad se refiere: Sobre enfoque diferencial ver 
el Artículo 13. Medidas en materia de educación ver el Artículo 51. Atención preferencial ver el Artículo 114. Medidas 
de restitución en materia de vivienda ver el Artículo 123 y sobre programas de rehabilitación ver el Artículo 135. 

          Fuente: Consultada en el SUIN en el link: https://www.suin-juriscol.gov.co/legislacion/normatividad.html 

 

https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_1320_de_1998.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_982_de_1999.pdf
https://www.urosario.edu.co/jurisprudencia/catedra-viva-intercultural/Documentos/Decreto_4181_de_2007.pdf
http://www.suin-juriscol.gov.co/legislacion/normatividad.html
http://www.suin-juriscol.gov.co/legislacion/normatividad.html

